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Decisión: Confirma y aclara

TRATAMIENTO INTEGRAL/ Procede para impedir que se siga obstaculizando el servicio de salud/ Necesidad de concretar la enfermedad a la que se sujetará la atención integral  
“(…) ya existen unas patologías de base, cáncer de cérvix y tumor en el riñón izquierdo, para la cuales el médico tratante ha determinado un plan de acción, seguimiento y control encaminado a evitar complicaciones futuras con ocasión de las mismas, y teniendo en cuenta la tardanza para la autorización y realización de las citas de control con los especialistas, se hace más que necesaria la orden a Cafesalud de que le brinde a la accionante un servicio integral para la atención de sus problemas de salud, sin dilaciones injustificadas, a fin de evitar complicaciones y que en el futuro, ella deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir la atención de la EPS-S.

(…) de allí que sea necesario hacer claridad en este punto, por cuanto ese tipo de órdenes requiere que, si no se puede indicar a que medicamentos, insumos, tratamientos, exámenes, etc, se circunscribe, por lo menos sí se haga una indicación de la enfermedad o problema de salud para el cual se está otorgando. En ese orden, y teniendo en cuenta que la señora Bedoya Flórez padece de varías patologías y que requiere atención para cada una de ellas es necesario precisar que el tratamiento integral concedido en sede constitucional es para aquellas cuya evidencia de diagnóstico se halla dentro del expediente, esto es el cáncer de cérvix y el tumor en el riñón izquierdo.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-189 y T- 360 de 2010, T-022 de 2011 y T-289 de 2013.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la EPS-S CAFESALUD, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo del 31 de diciembre de 2015, mediante el cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, tuteló el derecho fundamental a la salud de la señora GLORIA AMPARO BEDOYA FLÓREZ.
ANTECEDENTES

Comunicó la señora Bedoya que en la actualidad se encuentra en tratamiento para el cáncer de cérvix que compromete la matriz y otros órganos vitales, siendo tratada por Oncólogos de Occidente, igualmente, la atención de su patología venía siendo prestada por la EPS Saludcoop, en calidad de beneficiaria de su esposo, por lo que en la actualidad paso a estar a cargo de Cafesalud EPS.

Informa que Saludcoop le había programado valoración por parte de ginecología y oncología, y estaba pendiente la autorización para valoración por urología. 

A pesar de lo anterior, al averiguar por esas citas en Cafesalud, entidad que asumió los pacientes de la liquidada Saludcoop, la misma le indicó que no era posible prestarle los servicios que requería por cuanto no tenía convenios en esas especialidades y tampoco con la entidad que le presta los servicios de oncología. 

Por otra parte, informa la accionante que a su esposo del retroactivo pensional le fueron descontados $2.400.000 para salud, situación que no es comprensible toda vez que su empleador venía haciendo los pagos en forma regular e ininterrumpida. 

Finalmente hace saber que el médico tratante le ordenó que debía estar en constantes controles y seguimiento con exámenes médicos a fin de determinar el avance de su patología, especialmente porque en la actualidad también presenta un tumor en el riñón izquierdo y se debe determinar si el mismo es benigno o maligno, toda vez que le genera bastante molestias y dolor constante.    
De acuerdo a lo anterior, la señora Gloria solicita que se ampare su derecho fundamental a la salud y en consecuencia se le ordene a Cafesalud EPS para que le sean autorizadas y programas las citas con especialista que requiere de manera urgente, además de que se le ordene a la entidad brindarle el tratamiento integral para su patología. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 15 de diciembre de 2015, admitió la acción y ordenó darle traslado del escrito a las demandas, para que dentro del tiempo legalmente establecido se pronunciaran sobre los hechos relatados por la accionante; así las cosas y después de haber apreciado las respuestas dadas por las entidades encartadas, mediante fallo del 31 de diciembre de 2015, tuteló el derecho a la salud de la señora Gloria Amparo y en consecuencia le ordenó a Cafesalud EPS que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, procediera a realizar la asignación de las citas con los especialistas en ginecología, oncología y urología oncológica, que requiere la paciente según las indicaciones de su médico tratante. Adicionalmente, ordenó que se le brindara el tratamiento integral para su patología. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
CAFESALUD EPS-S por intermedio de su administradora, presentó escrito solicitando la revocatoria de la decisión del tratamiento integral, por cuanto no existe en el expediente prueba de cuáles servicios comprenderá el mismo; adicionalmente, no sé indica a qué se suscribe esa integralidad, puesto que no se indica un diagnóstico preciso, por ende lo ordenado se convierte en algo indeterminado sobre hechos futuros cuya ocurrencia no es segura. 
En atención a lo anterior, solicita que se revoque el fallo proferido por el A-quo. 

CONSIDERACIONES
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto, le corresponde determinar a esta Corporación, si le asiste razón o no a la entidad impugnante en cuanto a que la orden de tratamiento integral ordenado para la accionante deviene en exagerada y por tanto, debe modificarse o revocarse la decisión de primera instancia o si el fallo se encuentra ajustado a derecho y por ende merece la ratificación. 

Es pertinente precisar que la tutela tiene como objeto primordial la protección inmediata de los derechos fundamentales vulnerados a través de un procedimiento preferente y sumario mediante el cual es posible establecer si se ha presentado una acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos previstos en la ley que causen un agravio a los derechos invocados por la accionante.

La Sala parte de la consideración de que en efecto, la acción tutelar es un derecho constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los Jueces de la República, para la protección de sus derechos fundamentales; pero, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Es por ello que el Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia identifican como características esenciales de la acción de tutela la de ser una residual y subsidiaria, es decir, que esta procede solo cuando no existan otros medios más eficaces para amparar el derecho fundamental o en riesgo, o que existiendo se encuentre frente a un perjuicio grave e irremediable.
El asunto que ocupa la atención de esta Colegiatura, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que tuteló los derechos fundamentales de la señora Gloria Amparo, por verificar el A-quo, que la no realización de citas médicas ordenadas vulneraba dichos derechos, especialmente teniendo en cuenta las patologías para las cuales ella requiere atención.
El derecho a la salud está establecido en el artículo 49 de nuestra carta magna como un servicio público esencial el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será el Estado el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población. Es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha recalcado la autonomía de dicho derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana. Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos ello por cuanto existe un limite razoble al ejercicio de este derecho“los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad consagrados en el artículo 49 de la Carta Política suponen un límite razonable al derecho fundamental a la salud, haciendo que su protección mediante vía de tutela proceda en principio cuando: (i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.”

Ahora bien, gira la discusión en torno a si es o no procedente la orden dada a la EPS de suministrarle a la accionante el tratamiento integral sin dilaciones injustificadas para su problema de salud, incluyendo todo aquello pos y no pos que le sea ordenado por los médicos tratantes.

En ese orden, advierte la Sala que convalidará la orden de tratamiento integral, ello por cuanto no se requiere hacer un análisis muy concienzudo para establecer que en el presente asunto eso resulta pertinente, toda vez que hasta ahora Cafesalud no ha sido precisamente eficiente al momento de brindar atención a su afiliada, a pesar de que padece una patología que de acuerdo a lo consagrado en el literal A del artículo 1º de la Resolución 3974 del 2009, es considerada como de alto costo. 
Recordemos, que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente. Por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, y impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. Así lo ha expuesto el órgano de cierre constitucional:
“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de integralidad impone su prestación continua, la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. La determinación y previsión de los servicios requeridos para la plena eficacia del derecho a la salud, como reiteradamente se ha señalado, no corresponde al usuario, sino al médico tratante adscrito a la EPS, de la siguiente manera: 

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 
“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 
Por otra parte, respecto de lo incierto del tratamiento integral ese mismo Juez Colegiado dijo en pronunciamiento del año 2013 que:

“En consecuencia, esta Sala reconoce que si bien los requerimientos concretos son inciertos, no lo es el hecho de que la niña requiere un tratamiento y que de este depende la realización de su derecho a la vida y a la salud. Por lo tanto, no reconocer el tratamiento integral le puede generar la negación de los servicios no contemplados en el POS u otros que sí estén contemplados y la niña tendría que acudir a diversas acciones de tutela para que le suministren cada servicio que prescriba el médico tratante para su patología, poniendo en riesgos sus derechos fundamentales.  

 

Por ello, la Sala amparará el derecho que tienen las personas de recibir por parte de las EPS los servicios de salud de manera integral, es decir, con “todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones”.”

Bajo ese contexto, en el presente asunto ya existen unas patologías de base, cáncer de cérvix y tumor en el riñón izquierdo, para la cuales el médico tratante ha determinado un plan de acción, seguimiento y control encaminado a evitar complicaciones futuras con ocasión de las mismas, y teniendo en cuenta la tardanza para la autorización y realización de las citas de control con los especialistas, se hace más que necesaria la orden a Cafesalud de que le brinde a la accionante un servicio integral para la atención de sus problemas de salud, sin dilaciones injustificadas, a fin de evitar complicaciones y que en el futuro, ella deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir la atención de la EPS-S.

Por otra parte, quiere aclarar la Sala que revisada la decisión adoptada por el A-quo efectivamente se evidencia que al momento de conceder el tratamiento integral no indica para cuál problema de salud de la accionante se circunscribe el mismo, de allí que sea necesario hacer claridad en este punto, por cuanto ese tipo de órdenes requiere que, si no se puede indicar a que medicamentos, insumos, tratamientos, exámenes, etc, se circunscribe, por lo menos sí se haga una indicación de la enfermedad o problema de salud para el cual se está otorgando. En ese orden, y teniendo en cuenta que la señora Bedoya Flórez padece de varías patologías y que requiere atención para cada una de ellas es necesario precisar que el tratamiento integral concedido en sede constitucional es para aquellas cuya evidencia de diagnóstico se halla dentro del expediente, esto es el cáncer de cérvix y el tumor en el riñón izquierdo.
Así las cosas, este Juez Colegiado habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primera instancia, pero se aclarará que el tratamiento integral concedido en el numeral tercero de la decisión revisada, es para  el cáncer de cérvix y el tumor en el riñón izquierdo, ello por las razones ya indicadas. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad que le otorga la Constitución Política,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 31 de diciembre de 2015 en el presente asunto, por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por medio de la cual protegió los derechos fundamentales de la señora GLORIA AMPARO BEDOYA FLÓREZ.
SEGUNDO: ACLARAR el numeral tercero del fallo revisado en el sentido de que la orden allí impartida es para  la atención del cáncer de cérvix y el tumor en el riñón izquierdo, que padece la accionante, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio mas expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Ver Sentencias T-016 de 2007, T-760 de 2008. T- 360 de 2010 entre otras.


� Corte Constitucional, Sentencias T-922 de 2009, T-760 de 2008, T-189 de 2010.  


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional, sentencia T-289 de 2013, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva.
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